
Al interior del oficialismo,
el Partido Comunista (PC) se
ha mostrado como el sector
más crítico con el Gobierno
por la forma en que ha mane-
jado el tema y ha llevado las
conversaciones para evitar el
desalojo de la megatoma de
San Antonio. 

En las últimas semanas, re-
presentantes de esa colectivi-
dad han manifestado posturas
como “expropiar” los terre-
nos, e incluso que se ejerza
“un liderazgo” que marque
un precedente a nivel conti-
nental. Ese fue el caso, por
ejemplo, del exprecandidato
presidencial y exalcalde de
Recoleta, Daniel Jadue. 

Otras críticas del PC, pre-
vias al protocolo de acuerdo
de ayer , apuntaban a que
veían “con preocupación”
que se acercaba la fecha del
desalojo sin una solución. “No
se logra resolver un tema que
se debe hacer a escala huma-
na”, advirtió la diputada Lo-
rena Pizarro.

En tanto, Marcos Barraza,
exministro de Desarrollo Re-
gional, señaló que el Gobierno
debía entregar “todas las ga-
rantías” para solucionar el
conflicto, aunque también
afirmó que desde La Moneda
y el Ministerio de Vivienda y
Urbanismo han “respondido
con celeridad”. 

Esta última lí-
nea, en general,
ha sido comparti-
da por el presi-
d e n t e d e l P C ,
Lautaro Carmo-
na, quien ayer ha-
bló de “diligen-
cia” y “sensibili-
dad” por parte del Ejecutivo. 

El diputado Luis Cuello,
quien integra la comisión de
Vivienda, valoró como “muy
positivo” que se evite el desa-
lojo, medida que calificó como
“una de fuerza que agravaría
un problema social”. 

También destacó que se es-

tablezca un proceso de com-
pra del terreno: “Sin duda es la
alternativa más razonable y
entrega más tranquilidad”.

A su vez , Mi-
guel Lawner, Pre-
mio Nacional de
A r q u i t e c t u r a
2019, ayer se mos-
tró “complacido”
por el protocolo
de acuerdo. 

“Da tiempo pa-
ra formular propuestas para
que se solucione el conflicto”,
dijo.

Sin embargo, el ex director
ejecutivo de la Corporación
de Mejoramiento Urbano
(Cormu) en el gobierno de la
Unidad Popular calificó la
creación de cooperativas co-

mo “inviable”, sumado a que
“por ley no las puede integrar
una familia con un solo inte-
grante. Según un catastro, un
30% de las familias de la toma
están compuestas por una so-
la persona”. 

“No es un campamento,
porque está constituida por
viviendas modestas, pero fir-
mes, con trazado de calles.
Además, los terrenos tienen
un mayor valor que en 2019
(cuando se inició la ocupa-
ción). El Gobierno debe ex-
propiar, pero antes los tribu-
nales deben designar peritos
tasadores” , d i ce Lawner ,
quien, además, sostuvo que
mantenía su postura de pre-
sentarse en la toma en caso de
haber desalojo. 

Ha cuestionado las conversaciones y sus avances:

El PC mantiene sus reparos 
y algunos de sus dirigentes
insisten en expropiar predio

Representantes de esa colectividad reiteran que los terrenos
deberían pasar a manos del Estado.
M. ROJAS Y P. ARRIAGADA

ESCENARIO FUTURO.— Desde la colectividad se indica que una vez zanja-
do el conflicto por el desalojo, el foco de trabajo sería la urbanización.
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EXCLUIDOS
Desde el PC indican que

30% de familias no
podrán integrar las

cooperativas.

“La reunión partió con el sub-
secretario del Interior (Luis Cor-
dero) haciendo énfasis en que,
en el caso de que nosotros no
aceptáramos la fórmula que nos
proponían, ellos estaban man-
datados al cumplimiento de la
sentencia”, evalúa de entrada el
abogado Diego Pereira. 

El profesional asesora a la
Constructora San Antonio, pro-
pietaria del predio en que están
instaladas las más de 4 mil fami-
lias de la megatoma, y que estu-
vo ayer junto a los empresarios
Esteban Solari Bertoglio y Ricar-
do Posada Copano en la nego-
ciación y suscripción del acuer-
do con el ministro de Vivienda,
Carlos Montes, el subsecretario
Cordero y el alcalde Omar Vera,
que suspende por hasta seis me-
ses el desalojo de la usurpación.

“Se comprometieron, dicho
por el subsecretario del Interior,
que, ante el incumplimiento del
protocolo por cualquier motivo,
ellos tienen la obligación legal
de llevar adelante el
lanzamiento, y eso
es lo que se va a ha-
cer. Entonces, da-
das esas condicio-
nes, nosotros acce-
dimos al acuerdo”,
asevera. 

Pereira dice que “queremos
hacer presente algo que veni-
mos diciendo hace bastante
tiempo: somos una empresa
que está dispuesta a negociar y
a evitar esta hecatombe social
que significaría el lanzamiento.
Tenemos un ánimo colaborati-

vo y, con base en eso y la buena
fe, accedimos al acuerdo, en ra-
zón de que el Gobierno nos en-

tregó lo que está-
bamos pidiendo
hace tiempo: los li-
neamientos con un
documento oficial
visado por el mi-
nistro, por el sub-
secretario y por el

alcalde”, expresa.

—¿Tuvieron que ceder, dada la
presión, en aspectos que sus
clientes consideraban esencia-
les? 

“Lo primero que hicimos fue
conversar acerca de la fórmula

del desalojo, lo que iba a signifi-
car en recursos humanos de Ca-
rabineros. El subsecretario reco-
noció que se requería una coor-
dinación de contingentes que
estaban en la Región Metropoli-
tana. Eso nos dejó tranquilos”.

“En segundo orden, el Go-
bierno accedió a conversar pun-
tos que para nosotros son suma-
mente relevantes, como generar
un mecanismo de garantía que
se analizará cuál será. Pero nos
dijo: ‘Estamos dispuestos a dejar
un terreno de Bienes Nacionales
en garantía, o a generar un me-
canismo financiero’. Pero el Es-
tado va a garantizar esta opera-
ción y está en posición de con-

versar con BancoEstado para un
financiamiento de las cooperati-
vas. Con estas, va a haber un so-
lo interlocutor, porque se va a
formar una figura de una fede-
ración de cooperativas repre-
sentada por una sola entidad, y
además de eso, también, se va a
comprar todo el paño”.

—Queda acordar la fórmula fi-
nanciera...

“Para eso, se va a generar una
comisión especializada que de-
lineará los mecanismos finan-
cieros y también el precio en que
se va a comprar, formada por
expertos independientes que
nos van a indicar, tanto al Go-

bierno como a las cooperativas
de pobladores y a los propieta-
rios, cuánto vale el terreno. En
eso no estamos tan lejos. Plan-
teamos 0,69 UF el m2, y ellos ha-
blaron de 0,58 UF”.

—¿No tuvieron que ceder al
sentarse a tratar sobre la venta
con los usurpadores del predio?

“Fuimos categóricos en seña-
lar que solo nos vamos a enten-
der con el Gobierno, más allá de
que este no sea nuestra contra-
parte directa. Es el Gobierno el
que debe entenderse directa-
mente con los ocupantes. Y la
autoridad nos aseguró que no es
un tema que puedan dejar de la-
do, sino que son incumbentes”.

—¿Cree que en seis meses, si el
acuerdo no prospera, el Gobier-
no desaloje en época electoral?

“El plazo fue autoimpuesto por
el Gobierno y accedimos, enten-
diendo que deriva de una planifi-
cación seria para llevar adelante la
operación. El subsecretario del In-
terior fue claro en señalar que él
ya tiene la coordinación y que es-
tán los protocolos”.

—¿Su cliente queda en una po-
sición más fuerte o débil en sus
pretensiones tras el acuerdo?

“Quedamos en una posición
bastante provechosa, porque te-
nemos un documento que ma-
ñana (hoy) se va a acompañar en
la corte. Es un protocolo de
acuerdo suscrito por el alcalde
de San Antonio, por el ministro
de Vivienda y por el subsecreta-
rio del Interior, respecto del cual
se comprometen a todos estos
puntos en un documento inédi-
to que genera obligación del Es-
tado para solucionar el asunto
en cuestión”. 

Abogado de los propietarios del terreno de San Antonio, Diego Pereira, enfatiza que esto es parte crucial del acuerdo: 

“Si esta operación no se cumple en el plazo, la
autoridad aseguró que concretará el desalojo” 

MAURICIO SILVA

“Nos dieron garantías de que esto se hará ante un incumplimiento del protocolo por cualquier motivo”,
expresó. Enfatizó que “siempre estuvimos dispuestos a negociar”. 

PAÑO EN SAN ANTONIO.—Las acciones judiciales buscan que el dueño vea restituido su predio o sea compensado por su usurpación. 
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El protocolo será

ingresado hoy a la Corte
de Valparaíso. 

Diego Pereira, abogado de la Cons-
tructora San Antonio.
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Las medidas dispuestas ayer
para frenar el desalojo de la me-
gatoma de San Antonio genera-
ron inmediatas reacciones en el
ámbito político. Si bien algunos
legisladores valoran los acuerdos
alcanzados, también afirman que
solo posponen la resolución del
conflicto.

“Es valorable que se haya lo-
grado un principio de acuerdo,
un protocolo. Sin embargo, lo
veo como un calmante, una aspi-
rina que no da solución al pro-
blema”, plantea Juan Manuel
Fuenzalida (UDI), presidente de
la comisión de Vivienda de la Cá-
mara de Diputados.

Advierte que “en definitiva, en
caso de adquirirse a los propieta-
rios este terreno, se va a generar
un nuevo listado de temas como
son las subdivisiones, las factibili-
zaciones, las urbanizaciones, que
son costos no menores, y ahí vie-
ne la pregunta: ¿quién va a finan-
ciar esos costos?”. 

“Sería bastante injusto para
otros comités de vivienda que lle-
van muchos años esperando, mu-

chos más que los de San Antonio,
y que aún no se les da ninguna so-
lución”, afirma, y añade que es la-
mentable que “hubo que esperar
la fecha de cumplimiento de un
fallo para que el Gobierno asu-
miera un liderazgo con sentido
de urgencia en estos temas”.

Luis Sánchez, jefe de la banca-
da del Partido Republicano y di-
putado del distrito 7, donde se
ubica la comuna de San Antonio,
dice que “el Gobierno solo pos-
pone un problema que aún no
tiene solución”. 

“Altos representantes del
Frente Amplio incluso lo promo-
vieron, entre ellos, la exalcalde-
sa. El Gobierno quiere que los
dueños les resuelvan el proble-
ma o si no, dilatar esto hasta la
próxima administración, y am-
bos caminos son inaceptables”,
critica el legislador, quien apun-
ta que “el Presidente Boric debe
darle alguna solución a esta crisis
de una vez por todas”.

Del mismo distrito, el diputa-
do Andrés Celis (ex-RN) apunta:
“No veo ninguna remota posibi-
lidad de que haya un acuerdo en-
tre los dueños y el Gobierno, pe-
ro de haberlo, se va a producir

una bomba de tiempo”.
A l r e s p e c t o , s e ñ a l a q u e

“aquellos que están en lugares
tomados van a exigirle lo mismo
al Ejecutivo, y aquellos que no
se han tomado un terreno van a
tomarse al día siguiente uno
(…). Me parece irresponsable lo
que hace el Gobierno fomentan-
do una tranquilidad momentá-
nea, con una solución que no es
solución, que es una mera decla-
ración de buenas intenciones,
sin nada concreto”.

Además, solicita que en las
tratativas “no haya reservas”, y
pide que los congresistas de la
zona puedan participar de estas.

En tanto, la diputada Camila
Rojas (FA), quien también legis-
la por el mismo distrito, enfatiza
la importancia que tiene la con-
formación de una comisión téc-
nica entre la Municipalidad de
San Antonio, el Gobierno y los
representantes de los dueños
del terreno, “porque ese espacio
podría permitir el acuerdo so-
bre el precio y la compra”.

A juicio de la parlamentaria,
“habrá que seguir trabajando en
el sentido de que esto encuentre
una vía de solución”.

Parlamentarios del distrito donde se ubica San Antonio:

Diputados apuntan que el
Ejecutivo “pospone el problema”
y que “habrá que seguir
trabajando” en la solución

Legisladores apuntan que las iniciativas del Gobierno son
solo “un calmante” y que sientan un precedente negativo
para futuros casos similares.
JUDITH HERRERA C.

Y PABLO ARRIAGADA

Luis Sánchez, diputado republicano.
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Camila Rojas, diputada FA. Juan M. Fuenzalida, diputado UDI.
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